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H. CONGRESO DEL ESTADO
P R E S E N T E. –

La Comisión de Juventud y Niñez con fundamento en lo dispuesto por el artículo 64, fracción II de la Constitución Política del Estado de Chihuahua; los artículos 87, 88 y 111 de la Ley Orgánica, así como por los artículos 80 y 81 del Reglamento Interior y de Prácticas Parlamentarias, ambos ordenamientos del Poder Legislativo del Estado de Chihuahua; somete a la consideración del Pleno el presente Dictamen, elaborado con base en los siguientes:
A N T E C E D E N T E S
I.- La Presidencia del H. Congreso del Estado, en uso de las facultades que le confiere el artículo 75, fracción XIII, de la Ley Orgánica del Poder Legislativo, tuvo a bien turnar a esta Comisión de Dictamen Legislativo en fechas 12 de agosto, 11 de septiembre y 01 de octubre, todas del año 2019, respectivamente, a efecto de proceder al estudio, análisis y elaboración del dictamen correspondiente, los siguientes asuntos:

a) Iniciativa con carácter de decreto, presentada el 05 de agosto de 2019 por las y los diputados integrantes del Grupo Parlamentario del Partido Acción Nacional, a efecto de reformar los artículos 18 y 20 de la Ley de los Derechos de las Niñas, Niños y Adolescentes para el Estado de Chihuahua, referente al Derecho a la Paz. 
b) Iniciativa con carácter de decreto, presentada el 10 de septiembre de 2019 por las y los diputados integrantes del Grupo Parlamentario del Partido Acción Nacional, a fin de adicionar un artículo 148 bis, a la Ley de los Derechos de Niñas, Niños y Adolescentes para el Estado de Chihuahua, para la creación de un Consejo Consultivo Estatal y los respectivos a los sistemas municipales. 

c) Iniciativa con carácter de decreto, presentada el 30 de septiembre de 2019 por las y los diputados integrantes del Grupo Parlamentario del Partido Acción Nacional, a fin de reformar la fracción V del artículo 150 de la Ley de los Derechos de las Niñas, Niños y Adolescentes para el Estado de Chihuahua, para proteger los datos personales.

II.- La iniciativa referente al Derecho a la paz, se sustenta en los siguientes argumentos:

“Los Derechos Humanos son el conjunto de prerrogativas sustentadas en la dignidad humana, cuya realización efectiva resulta indispensable para el desarrollo integral de la persona. Siendo los derechos inherentes a todos los seres humanos, sin distinción alguna de nacionalidad, lugar de residencia, sexo, origen nacional o étnico, color, religión, lengua, o cualquier otra condición como la edad. Encontrándose este conjunto de prerrogativas dentro del orden jurídico nacional, en nuestra Constitución Política, tratados internacionales y leyes.

El respeto hacia los derechos humanos de cada persona es un deber de todos. Las autoridades en el ámbito de sus competencias, tienen la obligación de promover, respetar, proteger y garantizar los derechos humanos consignados en favor del individuo.

Atendiendo al momento histórico en cómo se reconocieron los diferentes derechos humanos y por fines pedagógicos se han clasificado los derechos humanos en tres generaciones distintas. Es relevante mencionar que dicha clasificación no se hace en relación a la importancia o valor de los derechos, encontrándose todos en la misma jerarquía. 

En la mencionada clasificación se encuentran dentro de la primera generación, derechos civiles y políticos, en la segunda generación los derechos económicos, sociales y culturales y en la tercera generación los correspondientes a grupos de personas o colectividades que comparten intereses comunes. 

Dentro de los de tercera generación encontramos entre otros  el derecho a la paz; el derecho al desarrollo; el derecho al patrimonio común de la humanidad; el derecho a la autodeterminación de los pueblos; el derecho a la protección de los datos personales; el derecho a gozar de un medioambiente sano. 

La actual Ley de los Derechos de las Niñas, Niños y Adolescentes para el Estado de Chihuahua, contempla algunos de estos derechos de tercera generación, tales como el derecho a vivir en un medio ambiente sano y sustentable o la protección de sus datos personales; pero no reconoce expresamente el derecho a la paz, diferente a la Ley General de los derechos de Niñas, Niños y Adolescentes que ya contempla este último.

Es importante entender que la paz no es únicamente la ausencia de conflictos armados o violencia; sino que también debe englobar todo un conjunto de condiciones sociales que den al menor la posibilidad de desarrollarse de manera armónica, y que puedan vivir el orden y el bien común. 

Trabajar por la paz no puede limitarse a legislar acciones que prohíba la realización de males; sino que se deben legislar normas que directamente fomenten la paz social. Reconocer el derecho a la paz, específicamente de los más necesitados, ayuda a la construcción de un mundo más humano. 
En la Declaración sobre el Fomento entre la Juventud de los Ideales de Paz, Respeto Mutuo y Comprensión entre los Pueblos, proclamada por la Asamblea General de la Organización de las Naciones Unidas se habla de que  la juventud debe ser educada en el espíritu de la paz, la justicia, la libertad, el respeto y la comprensión mutuas; que todos los medios de educación deben fomentar entre los jóvenes los ideales de paz, humanismo, libertad y solidaridad internacionales; y que la educación de los jóvenes debe tener como una de sus metas principales la formación de personas dotadas de altas cualidades morales; entre otros puntos. 

Así mismo, La Asamblea General de las Naciones Unidas proclamó la Declaración sobre el Progreso y el Desarrollo en lo Social. En ésta solicita a los Estados fomentar y respetar los principios de paz, dignidad, valor de la persona humana y la justicia social, los principios establecidos en la Declaración Universal de los Derechos Humanos u otras declaraciones, convenciones y resoluciones. Y establece  que "el hombre sólo puede satisfacer plenamente sus aspiraciones en un orden social justo; por consiguiente, es de importancia capital acelerar el progreso social y económico en todas partes del mundo y contribuir así a la paz".

La paz no es solamente un valor, sino también un derecho humano de suma importancia, ya que la existencia y respeto de este es clave para que se respeten el resto de los derechos. Como menciona la UNESCO la paz es una premisa y requisito para el ejercicio de todos los derechos y deberes humanos. 

De acuerdo con el INEGI, más del 35 por ciento de la población en el Estado de Chihuahua son menores de edad.
 Menores que por el contexto en el que viven no siempre pueden tener sus derechos garantizados por lo que la promoción, respeto, protección y garantía de los derechos de los menores tiene la función de contribuir al desarrollo integral de estos permitiéndoles trazar un plan de vida digna que pueda ser desarrollado.

Es deber de todos brindar a la niñez una vida libre de violencia en la que puedan desarrollarse plenamente para el día de mañana tener adultos sanos  que trabajen en beneficio del país. Y solo se obtendrá esto, al garantizar su derecho humano, en específico su derecho a la paz.”
La iniciativa que propone crear el Consejo Consultivo Estatal y los respectivos a los sistemas municipales, se sustenta en los siguientes argumentos:

“A lo largo de la historia de México, se han establecido diversos instrumentos jurídicos, tanto nacionales como internacionales para la protección y garantías de los derechos de la niñez, siendo uno de ellos la Convención sobre los Derechos del Niño adoptada por la Asamblea General de las Naciones Unidas, donde México se obligó a armonizar la legislación nacional y local para generar un marco que permitiera la efectiva protección a sus derechos.

Otro de estos instrumentos jurídicos es la Ley para la Protección de los Derechos de Niñas, Niños y Adolescentes, la cual, tenía por objeto garantizar a las y los jóvenes y a los menores, la tutela y el respeto de los derechos fundamentales reconocidos en la Constitución. Sin embargo, derivado de las deficiencias de la aplicación de la Ley, se faculta la instauración de un Sistema que garantice la protección de los derechos de las niñas, niños y adolescentes en el país.

Como resultado de diversos foros organizacionales, la Comisión de Derechos de la Niñez del H. Congreso de la Unión concluyó la necesidad de elaborar una nueva Ley General de los Derechos de los Niños, Niñas y Adolescentes, cuyos fundamentos jurídicos son los artículos 1°, 4° y 73 fracción XXIX-P de la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos y los tratados internacionales de protección de los derechos humanos y en especial, de las niñas, niños y adolescentes, suscritos y ratificados por el Estado mexicano.
Esta Ley, da fundamento a la construcción de un Sistema, entendiendo el mismo como el mecanismo permanente de concurrencia, colaboración, coordinación y concertación de los gobiernos federal, de las entidades federativas y municipales, para la garantía y reparación del daño en caso de vulneración de los derechos de las niñas, niños y adolescentes en México.

Este Sistema está compuesto por las instituciones, organismos, autoridades, organizaciones e instancias a nivel nacional, estatal, municipal, tanto públicas como de la sociedad civil y académicas que están orientados a la finalidad descrita.

Dentro de la redacción de la Ley General de los Derechos de Niñas, Niños y Adolescentes, se establece que todos los sistemas contarán con órganos consultivos, la cual a su letra dice:

“Artículo 145. Los Sistemas Nacional, Locales y Municipales contarán con órganos consultivos de apoyo, en los que participarán las autoridades competentes y representantes de los sectores social y privado, para la implementación y aplicación de los programas.”

Dicho órgano, de acuerdo al Reglamento de la Ley de los Derechos de Niñas, Niños y Adolescentes, debe contar con integrantes que sean elegidos de entre los sectores público, privado, académico y social; contando con cuando menos 3 años de experiencia en temas relacionados con derechos de niñas, niños y adolescentes, así como experiencia para contribuir en la implementación, monitoreo y evaluación políticas públicas, programas y acciones que emanen del Sistema Nacional de Protección Integral.

Este Consejo Consultivo es un órgano colegiado y plural, integrado por varios sectores de la sociedad civil que tiene como propósito proponer, analizar y opinar, en relación a las determinaciones del Sistema, aportando su experiencia y amplio conocimiento.

Es así como se advierte la necesidad dentro de los sistemas de un órgano máximo de consulta que cuente con la experiencia y el conocimiento necesario para guiar las determinaciones tomadas dentro del sistema, de acuerdo a la amplia experiencia con la que se requiere que cuenten sus integrantes dentro del tema de niñas, niños y adolescentes.

Es una voz técnicamente autorizada y socialmente prestigiosa auxilia al sistema a acertar en la toma de decisiones, para que el mismo pueda formar su criterio con más elementos de juicio.

Por otro lado, en la Ley de los Derechos de Niñas, Niños y Adolescentes del Estado de Chihuahua, con su entrada en vigor el día primero de enero del año 2016, se omite establecer el órgano máximo de consulta del que la ley general si hace mención, por lo que la ley estatal no contempla dicho cuerpo colegiado, ni expresa dentro de su cuerpo disposiciones que regulen la conformación y funciones del mismo.

Dada la importancia de dicho consejo y partiendo de que la Ley de los Derechos de las Niñas, Niños y adolescentes para el Estado de Chihuahua no contempla la existencia de este es que se ve la necesidad de que se realice una modificación a la ley estatal para poder establecer dicho órgano.

El Consejo Consultivo será un órgano colegiado y plural, integrado por varios sectores de la sociedad civil que tiene como propósito proponer, analizar y opinar, en relación a las determinaciones del Sistema Estatal, aportando su experiencia y amplio conocimiento atendiendo siempre al interés superior de la niñez.

La iniciativa referente a datos personales de niñas, niños y adolescentes, se sustenta en los siguientes argumentos:

“Los Derechos Humanos son el conjunto de prerrogativas sustentadas en la dignidad humana, cuya realización efectiva resulta indispensable para el desarrollo integral de la persona. Siendo inherentes a todos los seres humanos, sin distinción alguna de nacionalidad, lugar de residencia, sexo, origen nacional o étnico, color, religión, lengua, o cualquier otra condición como la edad. Encontrándose este conjunto de prerrogativas dentro del orden jurídico nacional, en nuestra Constitución Política, tratados internacionales y leyes.

Uno de estos derechos, es el de la protección de datos personales, el cual, se diseñó en México como autónomo y como un límite al ejercicio del derecho de acceso a la información. Por ello, se estudian los límites que el legislador, en el ejercicio de su libertad configurativa, debe observar al momento de establecer alguna modificación a las normas.

La Ley General de Protección de Datos Personales en Posesión de Sujetos Obligados tiene por objeto establecer las bases, principios y procedimientos para garantizar el derecho que tiene toda persona a la protección de sus datos personales.

En la fracción IX del artículo 3 define datos personales como cualquier información concerniente a una persona física identificada o identificable y considera que una persona es identificable cuando su identidad pueda determinarse directa o indirectamente a través de cualquier información.

Se trata de la garantía o la facultad de control de la propia información frente a su tratamiento automatizado o no, es decir, no sólo a aquella información albergada en sistemas computacionales, sino en cualquier soporte que permita su utilización: almacenamiento, organización y acceso.

Por otro lado, la LGPDPPSO observa el consentimiento que debe otorgar la persona al momento de tratar sus datos personales, el cual a su letra dice:

Artículo 16. El responsable deberá observar los principios de licitud, finalidad, lealtad, consentimiento, calidad, proporcionalidad, información y responsabilidad en el tratamiento de datos personales

Resultan de suma importancia los principios de consentimiento, información y finalidad, en virtud de que los responsables sólo pueden realizar el tratamiento de datos personales si los titulares de los mismos otorgan su consentimiento para las finalidades señaladas.

Ahora bien, la misma ley contempla que cuando la transferencia de los datos se realice entre los particulares, no se estará obligado a recabar el consentimiento del titular siempre y cuando se utilicen con la finalidad que motivó el tratamiento del mismo:

Artículo 22. El responsable no estará obligado a recabar el consentimiento del titular para el tratamiento de sus datos personales en los siguientes casos:

II. Cuando las transferencias que se realicen entre responsables, sean sobre datos personales que se utilicen para el ejercicio de facultades propias, compatibles o análogas con la finalidad que motivó el tratamiento de los datos personales.

Entendiendo lo anterior, resulta de suma importancia que al momento de realizar la transferencia de los datos entre responsables, debe cumplir con un elemento esencial para poder realizarlo, siendo este el objetivo del mismo programa o proyecto del tema correspondiente que se trate.

El Sistema de Información de Sipinna, regulado en la Ley de Derechos de Niñas, Niños y Adolescentes del Estado de Chihuahua, vulnera el derecho de protección de datos personales, pues en su artículo 150 fracción V pretende recabar los padrones de niñas, niños y adolescentes atendidos en los programas y proyectos públicos o de organizaciones del sector social, apoyados con recursos públicos.

Los padrones atendidos en programas y proyectos públicos son las identificaciones que de manera oficial se recaban datos personales por las autoridades, ya sean federales, estatales o municipales, y el uso que se pueda dar de ellos, es la finalidad del mismo programa y proyecto del que se trate.

La función primordial del padrón es brindar un marco de seguridad y transparencia a estos programas y figuran datos personales de las personas como el nombre y apellido, fecha de nacimiento entre otros, y dada la finalidad y objetivo del programa, estos no deben transferirse entre responsables.

Al momento de que se pretende recabar el padrón de niñas, niños y adolescentes que fueron atendidos en programas y proyectos públicos, se transmiten datos personales de los cuales no se ha dado el consentimiento sobre su transferencia, vulnerando el derecho a la protección de datos personales.

El sistema de Información en materia de niñas, niños y adolescentes cumple con sus objetivos teniendo el número estadístico de las niñas, niños y adolescentes que son atendidos en programas y proyectos con recursos públicos, y no es necesario el padrón de los mismos.

Es por ello que se debe realizar la modificación a la fracción V del artículo 150 de la Ley de Derechos de Niñas, Niños y Adolescentes del Estado de Chihuahua, y reformar la obligación de recabar los padrones de los menores y en su caso solicitar el número estadístico de las niñas, niños y adolescentes atendidos en dichos programas.”

III.- Ahora bien, al entrar al estudio y análisis de las iniciativas en comento, quienes integramos esta Comisión formulamos las siguientes:

C O N S I D E R A C I O N E S

I.- El H. Congreso del Estado, a través de esta Comisión es competente para conocer y resolver sobre las iniciativas de antecedentes.

II.- La Ley General de los Derechos de Niñas, Niños y Adolescentes publicada en el Diario Oficial de la Federación el día 04 de diciembre de 2014, es el ordenamiento jurídico que impone la obligación a las entidades federativas para legislar entorno a los derechos a los que son acreedores este grupo poblacional.

Con relación a lo anterior, este H. Congreso del Estado tuvo a bien expedir la Ley de los Derechos de Niñas, Niños y Adolescentes del Estado de Chihuahua, misma que fue publicada en el Periódico Oficial del Estado, el día 03 de junio de 2015, cuyo objeto es garantizar a niñas, niños y adolescentes el pleno respeto, promoción, disfrute y ejercicio de los derechos humanos y garantías previstas en la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos, la particular de la Entidad Federativa e Instrumentos Internacionales aplicables en la materia, mediante la protección integral.
IV.- Así pues, la Ley General sufrió una reforma el pasado 04 de junio del presente año, mediante la cual se aprobó una adición al texto jurídico a efecto de contemplar el derecho a la paz, con la finalidad de garantizar una vida libre de violencia, así como incluir las condiciones sociales que les permita desarrollarse de manera armónica y que puedan vivir el orden y el bien común. Por tal motivo, las y los iniciadores consideraron oportuno adicionar dicha modificación en la legislación local, con la finalidad de garantizar que el desarrollo integral de este grupo poblacional sea en un ambiente pacífico y seguro.

Dicho lo anterior, esta Comisión de Dictamen es coincidente en la necesidad de generar las condiciones óptimas para que niñas, niños y adolescentes que representan el futuro de nuestra sociedad, se desarrollen en un ambiente de paz y seguridad y que el Estado, a través de los mecanismos conducentes, garantice, proteja y promueva sus derechos humanos. 
Actualmente vivimos en un ambiente inseguro, con episodios violentos dentro y fuera del hogar, perjudicando a niñas, niños y adolescentes su manera de vivir, así como el entorno en el que se desenvuelven, provocando una costumbre en la que percatan la violencia y la inseguridad como una cuestión normal y tolerable; por lo tanto, es relevante que las autoridades estatales y municipales, en el ámbito de sus respectivas competencias, generen acciones para que se garantice una vida plena en la que puedan desarrollar sus diferentes etapas de vida en un ambiente pacífico y seguro. 
La manera para que la inseguridad pueda disminuir en nuestra sociedad, solo se podrá generar una vez que inculquemos en todos las personas que la integran, un modo pacífico de vida, rodeado de los cuidados necesarios, comprensión, ayuda y educación, ya sea de parte de sus padres o bien de la comunidad misma. 

Es por eso, que consideramos importante que se adicione este derecho a la paz, ya que conlleva la potencialización de su calidad de vida, protección y reconocimiento de sus derechos humanos estipulados tanto en la Constitución Federal, los tratados internacionales y local, así como en las leyes secundarias, por lo que se deberá vigilar su cumplimiento por parte de quienes tengan a su cargo a una niña, niño o adolescente, así como por parte de las autoridades competentes encargadas de garantizar dichos derechos. 
En ese tenor, consideramos oportuno señalar que la Convención de los Derechos del Niño, de la cual México es parte, en su artículo 29 señala lo siguiente:

“ARTÍCULO 29 1. Los Estados Partes convienen en que la educación del niño deberá estar encaminada a: 

a) al c) …

d) Preparar al niño para asumir una vida responsable en una sociedad libre, con espíritu de comprensión, paz, tolerancia, igualdad de los sexos y amistad entre todos los pueblos, grupos étnicos, nacionales y religiosos y personas de origen indígena.”

Así pues, tenemos que este tratado internacional busca que este grupo poblacional, a través de una vida pacífica, tolerante y justa, tengan su pleno desarrollo integral.

Podemos concluir con la premisa que todas las niñas, niños y adolescentes tienen el derecho a paz en el pleno desarrollo de sus vidas, que implique no solo a vivir libres de violencia, sino en un entorno que les brinde seguridad en cualquier aspecto de su vida, justicia y equidad, que permita desarrollar sus habilidades sociales y generar mayor afecto hacia su sociedad, con un sentimiento de empatía que permita disminuir cualquier acto de violencia o discriminación en su vida diaria.
V.- Continuando con el estudio de las iniciativas, encontramos que otra de las propuestas que tuvieron a bien integrar en el proceso legislativo, conlleva a adicionar a la Ley de los Derechos de Niñas, Niños y Adolescentes del Estado de Chihuahua, la creación de un Consejo Consultivo Estatal y municipales para que, con base en sus conocimientos, brinde apoyo para las determinaciones que realice el Sistema Estatal de Protección Integral de Niñas, Niños y Adolescentes (SIPINNA) y los sistemas municipales, los cuales fungen como la instancia encargada de establecer instrumentos, políticas, procedimientos, servicios y acciones de protección de los derechos de este grupo poblacional.
El SIPINNA está conformado por las personas titulares de las siguientes dependencias de la Administración Pública Centralizada: Secretaría de Salud, Secretaría de Hacienda, Secretaría de Desarrollo Social, Secretaría de Educación y Deporte, Secretaría del Trabajo y Previsión Social, Fiscalía General del Estado, Dirección General del Desarrollo Integral de la Familia; es presidido por el Gobernador Constitucional del Estado y cuenta con una Secretaría Ejecutiva que depende de la Secretaría General de Gobierno; así mismo, forman parte la persona titular de la Comisión Estatal de Derechos Humanos, representantes de organizaciones de la sociedad civil y de instituciones educativas, así como dos presidencias municipales.
De conformidad con lo estipulado en el artículo 139 de la Ley de los Derechos de Niñas, Niños y Adolescentes, el SIPINNA tiene las siguientes atribuciones, entre las que destacan:

I. Garantizar la transversalidad de la perspectiva de derechos de niñas, niños y adolescentes en la elaboración de programas sectoriales o, en su caso, institucionales específicos, así como en las políticas y acciones de las dependencias y entidades de la administración pública local. 

II. Integrar a los sectores público, social y privado en la definición e instrumentación de políticas para la protección de niñas, niños y adolescentes. 

III. Generar los mecanismos necesarios para garantizar la participación directa y efectiva de niñas, niños y adolescentes en los procesos de elaboración de programas y políticas locales para la protección integral de sus derechos. 

IV. Participar en la formulación, ejecución e instrumentación de programas, estrategias y acciones en materia de protección y ejercicio de los derechos de niñas, niños y adolescentes con la participación de los sectores público, social y privado, así como de niñas, niños y adolescentes. 

V. Garantizar la participación de niñas, niños y adolescentes en el ejercicio de sus derechos humanos, tomando en consideración las medidas especiales que se requieran. 

VI. Impulsar reformas, en el ámbito de su competencia, para el cumplimiento de los objetivos de la presente Ley. 

Como bien podemos observar, el SIPINNA es la instancia encargada de elaborar y ejecutar el Programa Estatal, que contendrá las políticas, objetivos y estrategias prioritarias en materia de ejercicio, respeto, promoción y protección integral de niñas, niños y adolescentes; con la inclusión de mecanismos trasparentes que permitan la evaluación y seguimiento del Programa. Adicionalmente deberá prever acciones de mediano y largo alcance,  e indicará los objetivos, estrategias y líneas de acción prioritarias, acordes al Programa Nacional.
En ese sentido, es indispensable señalar que la Ley General de los Derechos de Niñas, Niños y Adolescentes, en su artículo 145, establece que los Sistemas Nacional, Locales y Municipales de Protección Integral contarán con órganos consultivos de apoyo, en los que participarán las autoridades competentes y representantes de los sectores social y privado, para la implementación y aplicación del Programa Estatal. Por lo tanto, es menester incorporar un Consejo Consultivo Estatal y municipales a nuestra legislación local, toda vez que la Ley General impone dicha obligación a nuestro Estado.
Estos Consejos Consultivos tendrán como función, entre otras, proponer, analizar y opinar, respecto de las políticas, programas, lineamientos, instrumentos, procedimientos, servicios y acciones de protección de los derechos de niñas, niños y adolescentes; de igual manera, podrán integrar grupos de trabajo especializado para el estudio de temas que le encomiende el Sistema Nacional de Protección Integral. 
Teniendo como base que dichos órganos de apoyo resultan trascendentales para la correcta operatividad del SIPINNA, esta Comisión de Dictamen ha acordado adicionar a la presente propuesta, las atribuciones y la forma en que habrá de integrarse, con la finalidad de establecer las disposiciones más elementales que deberán tomarse en cuenta en el actuar de dichos consejos, velando siempre por el interés superior de la niñez.

Con relación a lo anterior, se contemplan, entre otras, las siguientes atribuciones que tendrán el Consejo Consultivo Estatal y los municipales:

I. Emitir recomendaciones al Sistema Estatal de Protección Integral, a través de la Secretaría Ejecutiva, respecto de las políticas, programas, lineamientos, instrumentos, procedimientos, servicios y acciones de protección de los derechos de niñas, niños y adolescentes que implementa dicho Sistema.

II. Recomendar al Sistema Estatal de Protección Integral, a través de la Secretaría Ejecutiva, la celebración de convenios y acuerdos para realizar actividades académicas con instituciones públicas o privadas, nacionales o internacionales relacionadas con los derechos de niñas, niños y adolescentes.

III. Proponer al Sistema Estatal de Protección Integral, a través de la Secretaría Ejecutiva, estudios, investigaciones y otros documentos que contribuyan a la toma de decisiones y elaboración e implementación de políticas públicas relacionadas con los derechos de niñas, niños y adolescentes.

IV. Integrar grupos de trabajo especializados para el estudio de temas que le encomiende el Sistema Estatal de Protección Integral, así como incorporarse a las comisiones temporales o permanentes.

VI.- Por otro lado, en el estudio de la última iniciativa que nos ocupa, esta Comisión de Dictamen, ha determinado que la propuesta de reforma a la Ley de los Derechos de Niñas, Niños y Adolescentes del Estado de Chihuahua, con relación a la protección de datos personales, resulta viable en razón de generar una garantía a sus derechos y brindarles una plena seguridad jurídica.
En ese sentido, resulta conveniente manifestar que coincidimos con lo expuesto por las y los iniciadores, en cuanto a la necesidad de proteger los datos personales que se encuentran dentro del Padrón de niñas, niños y adolescentes que son beneficiados por programas y proyectos públicos o de organizaciones del sector social con recursos públicos. Sin embargo, se considera que dichos datos son necesarios para continuar con la planeación de programas o elaboración de acciones que busquen beneficiar a diversos sectores de la población, por lo que eliminarlos resultaría perjudicial para atender diversas cuestiones que permitan la realización de políticas públicas con relación a los datos que integran el Padrón.
Así pues, la protección de datos personales resulta ser un derecho fundamental que tiene como objetivo brindar seguridad y proteger su identidad. En este sentido, nuestra Carta Magna, en su artículo 16, segundo párrafo señala lo siguiente:

“Toda persona tiene derecho a la protección de sus datos personales, al acceso, rectificación y cancelación de los mismos, así como a manifestar su oposición, en los términos que fije la ley, la cual establecerá los supuestos de excepción a los principios que rijan el tratamiento de datos, por razones de seguridad nacional, disposiciones de orden público, seguridad y salud públicas o para proteger los derechos de terceros.”

En ese tenor, es deber de este cuerpo colegiado manifestar la importancia de legislar en aras a proteger los datos personales que se pudieran obtener de niñas, niños y adolescentes, tal y como lo prevé nuestra Carta Magna, así como diversos tratados internacionales, tales como la Convención de los Derechos del Niño y la Convención Americana sobre Derechos Humanos, de los que el Estado Mexicano es parte.
En ese sentido, la Ley de los Derechos de Niñas, Niños y Adolescentes del Estado, menciona en su artículo 82, que este grupo de personas tiene derecho a la intimidad personal y familiar, y a la protección de sus datos personales, siendo así, obligación de cualquier autoridad velar para que dicha protección se cumpla dentro de la esfera jurídica que le competa, debiendo implementar los mecanismos necesarios para evitar la divulgación de cualquier información de carácter personal que tengan en sus bases de datos.

Por su parte, la Ley de Protección de Datos Personales del Estado de Chihuahua, tiene por objeto establecer las bases, principios y procedimientos, para garantizar el derecho que tiene toda persona a la protección de la información de carácter personal en posesión de los diferentes órdenes de gobierno así como demás sujetos obligados estipulados en dicho ordenamiento. Así mismo, establece que el Estado deberá velar porque los sujetos obligados no incurran en conductas que puedan afectar dicha protección arbitrariamente. De igual manera, señala que en la obtención, uso, registro, organización, conservación, elaboración, utilización, estructuración, adaptación, indexación, modificación, extracción, consulta, comunicación, difusión, almacenamiento, posesión, acceso, manejo, aprovechamiento, divulgación, transferencia o disposición de los datos personales de niñas, niños y adolescentes, se privilegiará el interés superior de la niñez.
Es entonces, que quienes integramos esta Comisión de Dictamen concluimos que, en términos de lo estipulado por la Ley de Protección de Datos Personales del Estado de Chihuahua, resulta necesario garantizar la protección de la información de carácter personal de aquellas niñas, niños y adolescentes que sean beneficiarios de programas del sector público o social que se realicen con recursos públicos.
VII.- Ahora bien, para facilitar el análisis y comprensión de las propuestas de reforma, se plantea el siguiente cuadro comparativo:

	LEY DE LOS DERECHOS DE NIÑAS, NIÑOS Y ADOLESCENTES DEL ESTADO DE CHIHUAHUA

	TEXTO VIGENTE
	TEXTO PROPUESTO EN LAS INICIATIVAS
	TEXTO DICTAMEN

	Artículo 18. Para efectos de la presente Ley son derechos de niñas, niños y adolescentes, de manera enunciativa mas no limitativa, los siguientes:
I. Derecho a la vida, a la supervivencia y al desarrollo.

II. a la XIX. …

…
	Artículo 18. Para efectos de la presente Ley son derechos de niñas, niños y adolescentes, de manera enunciativa mas no limitativa, los siguientes:

I. Derecho a la vida, a la paz, a la supervivencia y al desarrollo. 

II. a la XIX. …

…
	Artículo 18. Para efectos de la presente Ley son derechos de niñas, niños y adolescentes, de manera enunciativa mas no limitativa, los siguientes:

I. Derecho a la vida, la paz, la supervivencia y al desarrollo. 

II. a la XIX.

…



	CAPÍTULO PRIMERO

DERECHO A LA VIDA, A LA SUPERVIVENCIA Y AL DESARROLLO
	CAPÍTULO PRIMERO

DERECHO A LA VIDA, A LA PAZ, A LA SUPERVIVENCIA Y AL DESARROLLO


	CAPÍTULO PRIMERO

DERECHO A LA VIDA, LA PAZ, LA SUPERVIVENCIA Y AL DESARROLLO



	Artículo 20. Niñas, niños y adolescentes tienen el derecho a que se les preserve la vida, a la supervivencia y al desarrollo. 

…
	Artículo 20. Niñas, niños y adolescentes tienen el derecho a que se les preserve la vida, a la paz, a la supervivencia y al desarrollo. 

…

	Artículo 20. Niñas, niños y adolescentes tienen el derecho a que se les preserve la vida, la paz,  la supervivencia y al desarrollo. 

...



	
	
	CAPÍTULO CUARTO BIS

DE LOS CONSEJOS CONSULTIVOS ESTATAL Y MUNICIPALES

	
	Artículo 148 bis: El Sistema local y los municipales contarán con un consejo consultivo de apoyo, en los que participarán las autoridades competentes y representantes de los sectores social y privado, para la implementación y aplicación de los programas.

	Artículo 145 Bis: El Sistema Estatal de Protección Integral contará con un Consejo Consultivo Estatal como órgano de colaboración y apoyo para la consecución de sus objetivos.

Con el mismo propósito, los sistemas municipales promoverán, en la medida de sus posibilidades, la integración de consejos consultivos municipales.



	
	
	Artículo 145 Ter. El Consejo Consultivo Estatal estará integrado por diez personas que se elegirán de entre los sectores público, privado, social y académico, nombradas por el Sistema Estatal de Protección Integral, a propuesta de la Secretaría Ejecutiva, quien podrá considerar criterios de paridad de género, pluralidad y de representatividad, que permitan un equilibrio entre los sectores, así como una adecuada representación de las distintas regiones del Estado. 

Quienes integren el Consejo Consultivo Estatal durarán en su cargo tres años y podrán reelegirse para un periodo igual. Manifestarán por escrito a la Secretaría Ejecutiva la aceptación del cargo, el cual ejercerán en forma honorífica, y no recibirán emolumento o contraprestación económica alguna por el mismo. 

Deberán contar con tres años de experiencia en temas relacionados con niñas, niños y adolescentes. 

	
	
	Artículo 148 Quater. En la integración de los consejos consultivos municipales, en su caso, deberá privilegiarse a personas de los sectores público, privado, social y académico, que cuenten con experiencia en temas relacionados con niñas, niños y adolescentes.


	
	
	Artículo 145 Quinquies. El Consejo Consultivo Estatal y los municipales tendrán, en el ámbito de su competencia, las funciones siguientes:
I. Emitir recomendaciones al Sistema Estatal de Protección Integral y los sistemas municipales, respectivamente, respecto de las políticas, programas, lineamientos, instrumentos, procedimientos, servicios y acciones de protección de los derechos de niñas, niños y adolescentes que implementa dicho Sistema.

II. Recomendar al Sistema Estatal de Protección Integral y a los sistemas municipales, respectivamente, la celebración de convenios y acuerdos para realizar actividades académicas con instituciones públicas o privadas, nacionales o internacionales relacionadas con los derechos de niñas, niños y adolescentes.

III. Recomendar a la Secretaría Ejecutiva la celebración de conferencias, seminarios, coloquios y, en general, cualquier evento de debate y difusión sobre los derechos de niñas, niños y adolescentes.

IV. Proponer al Sistema Estatal de Protección Integral y a los sistemas municipales, respectivamente, estudios, investigaciones y otros documentos que contribuyan a la toma de decisiones y elaboración e implementación de políticas públicas relacionadas con los derechos de niñas, niños y adolescentes.

V. Proponer al Sistema Estatal de Protección Integral y a los sistemas municipales, respectivamente, el proyecto de lineamientos para su integración, organización y funcionamiento.

VI. Integrar grupos de trabajo especializados para el estudio de temas que le encomiende el Sistema Estatal de Protección Integral y los sistemas municipales, respectivamente, así como incorporarse a las comisiones temporales o permanentes.

VII. Atender las consultas y formular las opiniones que le sean solicitadas por el Sistema Estatal de Protección Integral y los sistemas municipales, respectivamente, así como por la Secretaría Ejecutiva.

VIII. Presentar al Sistema Estatal de Protección Integral y a los sistemas municipales, respectivamente, un informe anual de sus actividades.

IX. Las demás que le encomiende el Sistema Estatal de Protección Integral y los sistemas municipales, así como otras disposiciones jurídicas aplicables.



	Artículo 150. El Sistema de Información deberá contener, como mínimo, lo siguiente: 

I. a la IV. …

V. Los padrones de niñas, niños y adolescentes atendidos en los programas y proyectos públicos o de organizaciones del sector social, apoyados con recursos públicos. 

VI. a la VII. …

	Artículo 150. El Sistema de Información deberá contener, como mínimo, lo siguiente:

I. a la IV. …

V. El número estadístico de niñas, niños y adolescentes atendidos en los programas y proyectos públicos o de organizaciones del sector social, apoyados con recursos públicos. 

VI. a la VII. …


	

	Artículo 152. Los datos contenidos en el Sistema de Información en Materia de Niñas, Niños y Adolescentes, quedarán sujetos a lo establecido en la Ley de Transparencia y Acceso a la Información Pública del Estado de Chihuahua y demás ordenamientos aplicables.
	
	Artículo 152. Los datos contenidos en el Sistema de Información en Materia de Niñas, Niños y Adolescentes, quedarán sujetos a lo establecido en la Ley de Transparencia y Acceso a la Información Pública, así como en la Ley de Protección de Datos Personales, ambos ordenamientos del Estado de Chihuahua y demás legislación aplicable. 


En virtud de lo expuesto, sometemos a la consideración del Pleno el presente Dictamen con el carácter de:
DECRETO

ARTÍCULO ÚNICO.- Se REFORMAN los artículos 18, fracción I; 20, párrafo primero; 152; y la denominación del Capítulo Primero del Título Segundo; se ADICIONA el CAPÍTULO CUARTO BIS denominado De los Consejos Consultivos Estatal y Municipales, y los artículos 145 Bis al 145 Quinquies; todos de la Ley de los Derechos de Niñas, Niños y Adolescentes del Estado de Chihuahua, para quedar redactados de la siguiente manera:

Artículo 18. …
I. Derecho a la vida, la paz, la supervivencia y al desarrollo. 

II. a XIX. …
…

CAPÍTULO PRIMERO

DERECHO A LA VIDA, LA PAZ, LA SUPERVIVENCIA Y AL DESARROLLO

Artículo 20. Niñas, niños y adolescentes tienen el derecho a que se les preserve la vida, la paz, la supervivencia y al desarrollo. 

...

CAPÍTULO CUARTO BIS

DE LOS CONSEJOS CONSULTIVOS ESTATAL Y MUNICIPALES
Artículo 145 Bis. El Sistema Estatal de Protección Integral contará con un Consejo Consultivo Estatal como órgano de colaboración y apoyo para la consecución de sus objetivos.

Con el mismo propósito, los sistemas municipales promoverán, en la medida de sus posibilidades, la integración de consejos consultivos municipales.

Artículo 145 Ter. El Consejo Consultivo Estatal estará integrado por diez personas que se elegirán de entre los sectores público, privado, social y académico, nombradas por el Sistema Estatal de Protección Integral, a propuesta de la Secretaría Ejecutiva, quien podrá considerar criterios de paridad de género, pluralidad y de representatividad, que permitan un equilibrio entre los sectores, así como una adecuada representación de las distintas regiones del Estado. 

Quienes integren el Consejo Consultivo Estatal durarán en su cargo tres años y podrán reelegirse para un periodo igual. Manifestarán por escrito a la Secretaría Ejecutiva la aceptación del cargo, el cual ejercerán en forma honorífica, y no recibirán emolumento o contraprestación económica alguna por el mismo. 

Deberán contar con tres años de experiencia en temas relacionados con niñas, niños y adolescentes.
Artículo 148 Quáter. En la integración de los consejos consultivos municipales, en su caso, deberá privilegiarse a personas de los sectores público, privado, social y académico, que cuenten con experiencia en temas relacionados con niñas, niños y adolescentes.

Artículo 145 Quinquies. El Consejo Consultivo Estatal y los municipales tendrán, en el ámbito de su competencia, las funciones siguientes:

I. Emitir recomendaciones al Sistema Estatal de Protección Integral y los sistemas municipales, respectivamente, respecto de las políticas, programas, lineamientos, instrumentos, procedimientos, servicios y acciones de protección de los derechos de niñas, niños y adolescentes que implementa dicho Sistema.

II. Recomendar al Sistema Estatal de Protección Integral y a los sistemas municipales, respectivamente, la celebración de convenios y acuerdos para realizar actividades académicas con instituciones públicas o privadas, nacionales o internacionales relacionadas con los derechos de niñas, niños y adolescentes.

III. Recomendar a la Secretaría Ejecutiva la celebración de conferencias, seminarios, coloquios y, en general, cualquier evento de debate y difusión sobre los derechos de niñas, niños y adolescentes.

IV. Proponer al Sistema Estatal de Protección Integral y a los sistemas municipales, respectivamente, estudios, investigaciones y otros documentos que contribuyan a la toma de decisiones y elaboración e implementación de políticas públicas relacionadas con los derechos de niñas, niños y adolescentes.

V. Proponer al Sistema Estatal de Protección Integral y a los sistemas municipales, respectivamente, el proyecto de lineamientos para su integración, organización y funcionamiento.

VI. Integrar grupos de trabajo especializados para el estudio de temas que le encomiende el Sistema Estatal de Protección Integral y los sistemas municipales, respectivamente, así como incorporarse a las comisiones temporales o permanentes.

VII. Atender las consultas y formular las opiniones que le sean solicitadas por el Sistema Estatal de Protección Integral y los sistemas municipales, respectivamente, así como por la Secretaría Ejecutiva.

VIII. Presentar al Sistema Estatal de Protección Integral y a los sistemas municipales, respectivamente, un informe anual de sus actividades.

IX. Las demás que le encomiende el Sistema Estatal de Protección Integral y los sistemas municipales, así como otras disposiciones jurídicas aplicables.

Artículo 152. Los datos contenidos en el Sistema de Información en Materia de Niñas, Niños y Adolescentes, quedarán sujetos a lo establecido en la Ley de Transparencia y Acceso a la Información Pública, así como en la Ley de Protección de Datos Personales, ambos ordenamientos del Estado de Chihuahua y demás legislación aplicable. 

TRANSITORIOS

ARTÍCULO PRIMERO.- El presente Decreto entrará en vigor al día siguiente de su publicación en el periódico Oficial del Estado. 

ARTÍCULO SEGUNDO.- El Poder Ejecutivo contará con un plazo de 90 días posteriores a la entrada en vigor del presente Decreto, para la integración y operación del Consejo Consultivo.
ECONÓMICO.- Aprobado que sea, túrnese a la Secretaría, para que elabore la minuta de Decreto, en los términos en que deba publicarse. 
DADO en el Recinto Oficial del Poder Legislativo, en la Ciudad de Chihuahua, Chihuahua, a los diecisiete días del mes de diciembre del año dos mil diecinueve.
Así lo aprobó la Comisión de Juventud y Niñez, en reunión de fecha doce de diciembre del año dos mil diecinueve.

POR LA COMISIÓN de JUVENTUD Y NIÑEZ
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Nota: La presente hoja de firmas corresponde al Dictamen de la Comisión de Juventud y Niñez, para reformar diversos artículos de la Ley de Derechos de Niñas, Niños y Adolescentes del Estado de Chihuahua, en relación a adicionar el Derecho a la paz, creación del Consejo Consultivo Estatal y protección de datos personales.
� � HYPERLINK "https://www.ohchr.org/SP/ProfessionalInterest/Pages/ProgressAndDevelopment.aspx" �https://www.ohchr.org/SP/ProfessionalInterest/Pages/ProgressAndDevelopment.aspx�


� � HYPERLINK "http://cuentame.inegi.org.mx/monografias/informacion/chih/poblacion/default.aspx" �http://cuentame.inegi.org.mx/monografias/informacion/chih/poblacion/default.aspx�
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